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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia, la impugnación interpuesta por la accionante contra el fallo de tutela proferido el dieciocho (18) de mayo de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, dentro de la acción constitucional interpuesta por la ciudadana NORFY MARIA CÓRDOBA RENTERÍA en contra de la Red de Solidaridad Social.

2.- DEMANDA 

Relata la señora CÓRDOBA RENTERÍA que ella y su grupo familiar compuesto por su esposo y tres (3) hijos menores habitaban en el corregimiento Gingaraba del Departamento del Chocó y que debido al accionar de los paramilitares tuvieron que desplazarse en el año dos mil dos (2002) primero hasta el municipio de Santa Cecilia y luego, a Pereira, donde iniciaron los trámites pertinentes ordenados en el artículo 32 de la Ley 387 de 1997, a partir de declaración ante la Personería Municipal de esta ciudad.

Mediante resolución del dieciséis (16) de junio de dos mil tres (2003) el Coordinador de la Unidad Territorial de la Red de Solidaridad resolvió no inscribir en el Registro Nacional de Población Desplazada al señor LENIS CORREA LLOREDA y su grupo familiar (al cual pertenece la actora), porque no había claridad en la información del desplazamiento, la cual calificó de contradictoria. Interpuesto el recurso de reposición, la decisión fue confirmada mediante resolución del diecinueve (19) de agosto de ese mismo año.

Retornaron entonces al municipio de Santa Cecilia, por cuanto el esposo de la accionante estaba laborando con ISA, y fue enviado al corregimiento de Guarato en jurisdicción del Departamento del Chocó, pero resultó afectado por una casa bomba, en hechos en los cuales resultó herido un señor de nombre RAFAEL MOSQUERA MOSQUERA, quien posteriormente falleció. Por ello, su esposo fue trasladado al Hospital San Jorge de esta ciudad y ella permaneció con sus hijos en Santa Cecilia.

Continúa en su relato la accionante, diciendo que el diecisiete (17) de julio de dos mil tres (2003) se vio obligada a desplazarse con sus hijos desde Santa Cecilia – Pueblo Rico por el conflicto armado interno y las continuas amenazas que sufría por los grupos armados, lo cual dice, puede comprobar con el certificado que le dio el Corregidor.

Aduce estar afrontando una difícil situación económica, moral y además, tener problemas para acceder a los servicios de salud ella y su familia por no estar relacionados como parte de la población desplazada, en particular porque estaba en el séptimo mes de embarazo y se había sentido mal de salud y en cuanto a su esposo, quedó con los oídos reventados por lo de la casa bomba y con lesión en la cintura.

3.- FALLO 

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, tuvo en cuenta las pruebas aportadas a la foliatura por parte de accionante y accionado para concluir que ningún derecho se había violentado en el presente caso. Para ello citó jurisprudencia de la Corte Constitucional en la cual se apoyó.

Estimó que el esposo de la demandante disponía de otro medio judicial para refutar lo señalado por la Red de Solidaridad y no lo utilizó, se refiere a que se debió acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa para que se revisara la determinación tomada y se verificara si se estaban vulnerando los derechos reclamados.

Acotó también que no se observaba un perjuicio irremediable que ameritara la protección por vía de tutela, por cuanto se dejaron transcurrir veintiún (21) meses para invocarla y deduce que si la situación de la accionante fuera tan difícil como ella la describe una vez dictada la última resolución que denegó la inscripción en el Registro Nacional de Desplazados era ese el momento en que se debió buscar la protección que hoy pide. 

4.- IMPUGNACIÓN

La señora accionante en el escrito pertinente, acude básicamente a los mismos planteamientos hechos al incoar la acción. Se refiere a que por ser rechazados como desplazados por la Red de Solidaridad regresaron al municipio (sic) de Santa Cecilia donde su esposo empezó a trabajar y al ser enviado a realizar una labor en el corregimiento de Guarato, quedó lesionado como consecuencia del episodio de la casa bomba que antes relatara.

Insiste en que se encuentra ante una difícil situación económica agravada porque para acceder a los servicios de salud le exigen como requisito aparecer dentro de la población desplazada y que su hogar es uno de tantos que se encuentran afectados por el desplazamiento forzado interno causado por la violencia, razón por la cual abandonaron sus tierras y se ubicaron en condiciones infrahumanas en sitios para ellos desconocidos. Señala que en medio de la angustia y el temor se rindió una declaración para acceder a los beneficios de la Red de Solidaridad, pero el hecho de no anotarse fechas concretas que coordinen o se ajusten a la salida de su parcela no significa que no tengan la calidad de desplazados.

Sobre el regreso a Santa Cecilia, manifiesta que no fue para ser incluidos como desplazados sino que por el contrario, se hizo en busca de una estabilidad familiar pero debido a que continuaba la violencia se vieron en la necesidad de emigrar.

Si reitera su petición para ser incluida en el registro de personas desplazadas es porque considera que las condiciones que los rodean los clasifican como tal y hace referencia a los documentos presentados donde el Inspector de Policía de pueblo Rico y la Corregiduría Municipal de Santa Cecilia que reafirman que su desplazamiento fue ocasionado por el conflicto interno armado que vive el país.

Sobre la mora para presentar la tutela, aduce no acudir al mecanismo por negligencia sino por falta de conocimiento jurídico ya que para la época en que les notificaron las resoluciones acudieron a muchas oficinas pero no fueron escuchados, hasta que en la Alcaldía de Desquebradas una funcionaria los escuchó y orientó sobre la acción de tutela, cuyo formato les elaboró.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por la actora contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

De entrada, debe decir la Sala que no le compete en su rol de juez constitucional de segunda instancia determinar si la señora accionante y su grupo familiar cumplen o no los requisitos para ser inscritos en el Registro Nacional de Población Desplazada, en el entendido que tal potestad fue expresamente encomendada por la legislación pertinente a los organismos integrantes de la Red de Solidaridad.

No obstante la anterior acotación, lo que se advierte es que los actos administrativos proferidos por la Coordinación de la Unidad Territorial de la Red de Solidaridad Social (fls. 29 y 31), adolecen de la motivación suficiente y adecuada para llegar a la conclusión de negar la inscripción que oportunamente se solicitó.

Se desprende de la respuesta suministrada por parte de la accionada que al analizarse la información vertida por el solicitante se concluyó que existía una contradicción, tal como aparece en el folio 23, de donde se transcribe lo pertinente; “…si se parte que el señor Jairo Lenis declaró los hechos que motivaron el supuesto desplazamiento forzado el día 26 de mayo de 2003 ante la Personería Municipal de Pereira y fue valorada posteriormente por la Unidad Territorial de Risaralda la documentación allegada, se tiene que los actos administrativos fueron expedidos con fechas de 15 de junio de 2003 el primero y el que lo confirmó el día 19 de agosto de 2003; es decir que con posterioridad a esta situaciones administrativas la señora NORFI MARIA CORDOBA debió haber regresado a Santa Cecilia y durante este período debió ser afectado por el atentado terrorista su esposo y no como lo manifiesta de manera precisa el recurrente que fue durante el mes de mayo de 2003.”

Si bien es cierto mirado desde ese punto de vista el asunto, podría aceptarse en principio que razón le asistía a la Red de Solidaridad para no efectuar la inscripción pedida, empero, debe notarse que en los actos administrativos así producidos no se hace mención alguna a este neurálgico aspecto y solo se recurre en el primero de ellos a decirse que “No son claros los detalles del supuesto desplazamiento, por lo tanto la información es contradictoria”, mientras en el segundo, se hace alusión a factores diametralmente diferentes cuando se consigna “Si bien, los hechos que narra el señor Lenis son de nuestro conocimiento en cuanto al modo y lugar de los mismos, es claro que dicho grupo ni su grupo familiar fue censado por la Red de Solidaridad Social ni por la personería municipal. Los censos que en varias oportunidades fueron convalidados, no incluyen este grupo familiar”.

Ante esta confusión en la motivación de tales actos administrativos, cabe preguntarse si se le negó la inscripción al grupo familiar de la señora CÓRDOBA RENTERÍA porque había contradicción en lo relatado o porque no aparecían en los censos adelantados. Peor aún, ¿puede colegirse que se daba por cierto lo narrado, tal como aparentemente pareciera desprenderse de lo referido a que los hechos eran del conocimiento de la entidad en cuanto al modo y lugar de los mismos?

No puede olvidarse que estamos en un Estado Social de Derecho, que garantiza plurales derechos a las personas, entre ellos, la buena fe que se dice se presumirá. Si se consideró por parte de la Administración que había contradicciones, inexactitudes en lo por ellos referido debió hacerse específica mención a tales aspectos en el acto administrativo pertinente como presupuesto básico de la decisión que se tomó en su parte resolutiva y además, para garantizar el derecho de defensa y contradicción que radica en cabeza del administrado. No es lo mismo defenderse de una genérica alusión a una contradicción que hacerlo respecto de aspectos puntuales y claramente determinados en la decisión que se ataca.

Llama la atención de la Sala que la accionante mencione el aporte de constancias sobre su situación de desplazamiento expedidas por funcionarios públicos en cumplimiento de sus funciones y con el lleno de requisitos exigidos para tal fin (junto con la solicitud se allegaron documentos públicos que por tal calidad se presumen auténticos); no obstante, la voluntad unilateral de la administración se pronunció sin hacer la más mínima referencia a las razones por las cuales no se le daba credibilidad a la versión del solicitante y mucho menos a lo plasmado en tales documentos.

Desde otra óptica, si la negación de la inscripción se fundamentó en que las personas del grupo familiar solicitante no estaban censadas, se incurrió en una irregularidad por cuanto se allegaron nuevos argumentos en la resolución de segunda instancia que no fueron tenidos en cuenta en la primera y sembraron duda e incertidumbre en el señor Lenis y su familia, que dicho sea de paso, no tienen los conocimientos legales necesarios para discernir el embeleco jurídico en que se vieron inmersos.

En esas condiciones, considera la Sala se presentó una vulneración del derecho de petición toda vez que las respuestas suministradas por la red de Solidaridad no cumplieron con los requisitos exigidos jurisprudencial y legalmente para tales actos, porque como se mencionó las motivación en primera y segunda instancias fueron, además de genéricas, ambivalentes.

Ello, sumado a la descripción que hace la accionante de su propia situación y de los miembros de su familia, lleva a la Sala a determinar que ahora más que nunca debe pronunciarse la administración sobre la petición elevada, pero esta vez, mediante un análisis de la problemática puesta a su consideración que debe ser plasmado concretamente en el acto que resuelva la solicitud elevada. En esas condiciones, se hace imperativo por parte de este Juez constitucional declarar la nulidad de las resoluciones aludidas, para que en su defecto, la Red de Solidaridad vuelva a pronunciarse de fondo previo el adelantamiento de gestiones de verificación de la situación actual en que se encuentra el grupo familiar que se dice afectado. Para ello, dentro de las siguientes cuarenta y ocho horas a la notificación de esta providencia, procederá a dar iniciación a las gestiones tendientes a producir un nuevo acto administrativo, para lo cual no superará el término de diez (10) días hábiles.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el fallo de tutela  proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

SEGUNDO: Se concede el amparo al derecho de petición y por tanto, se deja sin validez los actos administrativos proferidos con ocasión de la petición elevada por el señor Jairo Lenis referente a  la vinculación de su grupo familiar al registro de personas desplazadas. En consecuencia, la Red de Solidaridad procederá dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo a iniciar las gestiones tendientes a producir un nuevo acto administrativo de fondo y con adecuada motivación, previo el adelantamiento de gestiones de verificación de la situación actual en que se encuentra el grupo familiar que se dice afectado. De todas maneras, la respuesta deberá producirse dentro de los siguientes diez (10) días hábiles. 
TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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